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Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

Sylvia Matos Cáceres y Gloria E. Ramírez, por sí y en 

representación de sobre 1,400 maestros, apelan de la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan 

(TPI), el 8 de septiembre de 2015 y notificada el 14 de septiembre 

de 2015. Mediante dicho dictamen, el foro primario desestimó con 

perjuicio la solicitud de sentencia declaratoria presentada contra 

los apelados, el Sistema de Retiro para Maestros (SRM), al concluir 

que los demandantes no demostraron que su reclamación 

justifique la concesión de un remedio.  

Luego de examinar el expediente ante nuestra consideración 

y por los fundamentos legales que expresamos a continuación, 

confirmamos la sentencia apelada.  

I. 

El 8 de agosto de 2014, las apelantes presentaron una 

solicitud de sentencia declaratoria y solicitaron al TPI que 

declarara su derecho, y el de un grupo de maestros, a tramitar su 
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solicitud de retiro en el Sistema de Retiro para Maestros bajo el 

beneficio del artículo 4.4(a) ―Grandfather Provision” de la Ley Núm. 

160-2013, Ley del Sistema de Retiro para Maestros del 24 de 

diciembre de 2013, 2013 LPRA sec. 1616, sobre la cual 

abundaremos más adelante. Para fundamentar su petición, las 

apelantes argumentaron que el citado artículo no fue declarado 

inconstitucional por el Tribunal Supremo en AMPR v. Sistema de 

Retiro Maestros IV, 190 DPR 854 (2014). 

Luego de varios trámites procesales, el 26 de enero de 2015 

el SRM solicitó la desestimación bajo la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2. En su solicitud, el 

SRM arguyó que los apelantes interpretaron erróneamente el 

precedente de AMPR v. Sistema de Retiro Maestro IV, supra. 

Específicamente, adujo que no les cobija derecho alguno bajo la 

Ley Núm. 160-2013, supra, ya que esta fue declarada 

inconstitucional en cuanto a sus efectos sobre los maestros activos 

en el sistema al momento de su aprobación. Aparte de ello, sostuvo 

que el remedio del artículo 4.4 (a) que invocan los apelantes, 

constituía una cláusula para excluir a ciertos maestros de los 

efectos de la Ley 160-2013 que luego fueron declarados 

inconstitucionales por el Tribunal Supremo en el citado caso. Por 

ende, insistieron en que perdió su vigencia.  En síntesis, el SRM 

argumentó que las apelantes no tenían derecho al remedio 

solicitado, por lo que procedía la desestimación de la solicitud de 

sentencia declaratoria.  

El 12 de marzo de 2015, las apelantes presentaron su 

oposición a la solicitud de desestimación y reiteraron su 

interpretación relativa a que el artículo 4.4 (a) de la Ley Núm. 160-

2013, no altera los derechos contractuales de los maestros bajo la 

Ley Núm. 91-2004, por lo que no fue revocado por el Tribunal 

Supremo. 
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Luego de atender los planteamientos de ambas partes, el 

Tribunal emitió la sentencia de la que apelan los 1,400 maestros. 

Al ordenar la desestimación de la sentencia declaratoria, el foro 

primario formuló los siguientes hechos que estimó pertinentes y 

correctamente alegados. 

Sylvia Matos Cáceres es maestra activa en el Departamento 

de Educación Pública de Puerto Rico, en donde ha laborado por 

más de 29 años. Gloria Enid Ramírez Escobar también es maestra 

del Departamento de Educación, en donde ha laborado por más de 

28 años. Ambas cotizan para el Sistema de Retiro para Maestros 

de Puerto Rico.  

La señora Matos y la señora Ramírez solicitaron al SRM 

acogerse al retiro temprano bajo el artículo 4.4 (a) de la Ley 160-

2013. En respuesta a sus respectivas solicitudes, el SRM les 

notificó que no sería posible su tramitación debido a que el 

Tribunal Supremo declaró inconstitucional dicho beneficio en el 

caso de AMPR v. Sistema de Retiro Maestro IV, supra. Además, 

determinó que estos maestros tienen disponible los beneficios de la 

Ley Núm. 91 de 29 de marzo de 2004, que es la antigua ley de 

retiro.  

El 29 de septiembre de 2015, las apelantes solicitaron la 

reconsideración al TPI, pero les fue denegada mediante una 

resolución emitida el 16 de diciembre de 2015. Inconformes con tal 

determinación, el 19 de enero de 2016, las apelantes presentaron 

el recurso de apelación que nos ocupa e imputan al foro primario 

los siguientes errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia Sala Superior de 

San Juan al sostener que el Artículo 4.4 (A) fue declarado 
inconstitucional por lo que las apelantes no poseen una 
reclamación válida.  

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia Sala Superior de 

San Juan al determinar que el Artículo 4.4 (A) promovería 
una erogación significativa al sistema de retiro para 
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maestros lo que agravaría sistema [sic], por lo que 
entendió el Tribunal de Primera Instancia que dicho 

artículo tenía el mismo impacto que los artículos que 
fueron declarados inconstitucionales por el Tribunal 

Supremo. 
 
El 2 de febrero de 2016, emitimos una resolución en la que 

concedimos al SRM hasta el 18 de febrero de 2016 para presentar 

su alegato en oposición. Posteriormente, a petición del SRM, 

extendimos dicho término hasta el 29 de febrero de 2016. Ya que 

contamos con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a exponer el derecho aplicable a la controversia y a 

resolver. 

II. 

-A- 

 La Ley Núm. 160-2013, supra, fue aprobada con el propósito 

de reformar el Sistema de Retiro para Maestros establecido por la 

Ley Núm. 91-2004, supra. Esta reforma pretendía prevenir que el 

Sistema de Retiro se quedara sin fondos para el año fiscal 2020 y 

así poder ―garantizar un retiro digno a todos los participantes del 

sistema del Retiro de Maestros‖. Exposición de Motivos Ley Núm. 

160-2013. Sin embargo, varias organizaciones magisteriales 

cuestionaron la razonabilidad y la constitucionalidad de la misma 

ya que entendían que menoscababa las obligaciones contractuales  

del gobierno hacia los pensionados y temían que la misma no 

resolviera el problema de solvencia del Sistema de Retiro. Así, 

dichos grupos aseguraban que la Ley dejaría sin fondos al Sistema 

de Retiro antes de lo previsto, ya que esta incentivaba el retiro 

temprano de los participantes del Sistema. Estas reclamaciones 

culminaron en el Tribunal Supremo, con la opinión emitida en 

AMPR v. Sistema de Retiro Maestro IV, supra, que comienza con la 

siguiente introducción: 

―Por los fundamentos que exponemos a 

continuación, concluimos que para propósitos de la 
cláusula constitucional que prohíbe el menoscabo 
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de obligaciones contractuales —Art. II, Sec. 7 de la 
Constitución de Puerto Rico, LPRA, Tomo 1— la Ley 

Núm. 160-2013 es irrazonable y por consiguiente 
inconstitucional, toda parte del estatuto que altera 

el derecho contractual que tienen los peticionarios 
demandantes sobre su pensión de retiro, conforme 
a la Ley Núm. 91-2004, 18 LPRA sec. 391 et seq. 

 
Ahora bien, resolvemos que son constitucionales 

la Sec. 2 de la Ley Núm. 160-2013, en cuanto derogó 
las leyes especiales que concedían unos beneficios 
adicionales que no forman parte de la pensión, y el 

Art. 4.9 de esa misma legislación, que eliminó ciertos 
beneficios a los miembros del SRM que se retiren a 
partir del 1 de agosto de 2014. 

 
Por último, determinamos que los participantes 

que entraron a cotizar al SRM con posterioridad a la 
aprobación de la Ley Núm. 160-2013, solo tienen 
derecho a la pensión que establece esa legislación. Ese 

grupo no sufrió un menoscabo de su derecho 
contractual que active la protección que confiere el Art. 

II, Sec. 7 de la Constitución de Puerto Rico, supra. Por 
lo tanto, esa parte de la ley no viola la Constitución.‖ 
Id. en las págs. 857-58 (énfasis suplido). 

 
 Dicha Curia también enfatizó que el análisis bajo la cláusula 

constitucional del menoscabo de obligaciones contractuales va a 

depender de si se trata de un contrato entre partes privadas o si el 

Estado es parte. En contratos privados el Tribunal discute que: 

―[E]l primer paso consiste en determinar la existencia 

de una relación contractual y si su modificación 
representa un menoscabo sustancial o severo. 
Trinidad Hernández et al. v. ELA et al., supra, pág. 

834; Domínguez Castro et al v. E.L.A. I, supra, pág. 80; 
Warner Lambert Co. v. Tribunal Superior, supra, pág. 

395. Si se determina que existe un menoscabo severo, 
es necesario evaluar ―si la interferencia gubernamental 

responde a un interés legítimo y si está racionalmente 
relacionada con la consecución de dicho objetivo‖. 
Trinidad Hernández et al. v. ELA et al., supra, págs. 

834–835. Véanse, además: Domínguez Castro et al. v. 
E.L.A. I, supra, pág. 81; Warner Lambert Co. v. Tribunal 
Superior, supra. Se trata de un escrutinio de 
razonabilidad en el que se toma en cuenta cuán 

sustancial es el interés público promovido y la 
extensión del menoscabo contractual. Domínguez 
Castro et al. v. E.L.A. I, supra, pág. 81; Home Bldg. & 
Loan Ass'n v. Blaisdell, 290 US 398 (1934).‖ Id. pág. 

869. 
 

 Sin embargo, si el Estado es parte, regirá un criterio un 

tanto más severo: 

―[S]e aplica un escrutinio más cuidadoso en vista de 
que el Estado, por ser parte en el contrato, podría 
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actuar para beneficio propio. Trinidad Hernández et al. 
v. ELA et al., supra, pág. 835; Domínguez Castro et al. 
v. E.L.A. I, supra, pág. 81; Bayrón Toro v. Serra, supra, 
pág. 620; Warner Lambert Co. v. Tribunal Superior, 
supra. Por eso, el menoscabo contractual, ―además de 
ser razonable, debe ser necesari[o] para adelantar 

un propósito gubernamental importante‖. Trinidad 
Hernández et al. v. ELA et al., supra, pág. 835. Véanse, 

además, *870 Bayrón Toro v. Serra, supra, pág. 619; 
U.S. Trust Co. of New York v. New Jersey, supra, pág. 

29.‖ Id. págs. 869-70. 
 

 Luego de exponer el escrutinio adecuado al caso, el Tribunal 

aclaró que las partes del caso estipularon (1) la existencia de un 

contrato válido con el Estado, el retiro bajo la Ley Núm. 91-2004 y 

(2) que el Estado menoscabó sustancialmente este contrato de 

retiro. Id., pág. 871. Ante esta situación el Tribunal decidió enfocar 

su análisis ―en determinar si el menoscabo sustancial es razonable 

y necesario conforme nuestra casuística‖. Id. en la pág. 871 (cita 

omitida). Al evaluar la prueba el Tribunal dictaminó: 

[Q]ue la Ley Núm. 160-2013 no adelanta el interés 
estatal importante requerido por nuestro 

ordenamiento constitucional en casos de reformas de 
sistemas de retiro: garantizar la solvencia del 
mismo sistema. Los peticionarios demandantes 

demostraron que la Ley Núm. 160-2013 en vez de 
solventar el SRM, lo coloca en una posición más 

precaria. La prueba pericial de los peticionarios 
demandantes demostró que con la Ley Núm. 160-
2013 se agotarán los activos en una fecha anterior 

o muy contemporánea al 2020, fecha proyectada por 
la situación difícil que enfrenta el SRM actualmente. 
Eso significa que la Ley Núm. 160-2013 es 

irrazonable y, por lo tanto, inconstitucional. Id. en 
la pág. 877 

 
 Luego de evaluar la evidencia que presentaron las partes, el 

Tribunal evaluó varios informes y opiniones periciales que 

arrojaron que la Ley Núm. 160-2013 promovería el retiro masivo de 

miles de maestros y provocaría la erogación de los fondos del 

Sistema de Retiro. Id. en la pág. 872. Lo anterior responde a que 

―con el éxodo de miles de maestros, se eliminan las aportaciones 

de esos miembros al SRM y se generan nuevas obligaciones sin 

que exista una fuente de ingreso para ellas‖. Id. en la pág. 876. 

Entre esos informes, el Tribunal resaltó uno presentado por el 



 
 

 
KLAN201600078    

 

7 

Estado y que concluye que para el año fiscal 2011-2012, el SRM 

tuvo pérdidas de $90,000,000.00 por los cerca de 1,400 miembros 

activos que se retiraron. Id.  

 En cuanto al artículo 4.4 (a), el Tribunal encontró que la 

prueba reflejaba que 2,300 personas cualificaban para el retiro 

bajo la ventana que este artículo ofrecía. Id. pág. 875. Por ende, 

concluyó que el mismo ―crea una ventana de retiro temprano para 

los participantes que, sin importar su edad, cumplen los 30 años 

de servicio entre el 1 de agosto de 2014 y el 30 de junio de 2016‖. 

Id. en las págs. 875-76.  

 La opinión finaliza con un resumen de todas sus 

determinaciones expresadas de la siguiente manera: 

Por los fundamentos antes expuestos, 
concluimos que la Ley Núm. 160-2013, y en 
particular sus Arts. 3.6, 3.9, 3.11, 4.3(a), 4.4, 

4.6(a)(b)(c) y 5.1 a 5.5, son inconstitucionales en la 
medida que menoscaban sustancialmente y de 
forma irrazonable el derecho contractual que 

tienen los peticionarios demandantes en cuanto a 
su plan de retiro, conforme los términos de la Ley 

Núm. 91-2004. 

 
Antes de menoscabar sustancialmente las 

obligaciones contractuales que asumió, el Estado debe 
asegurarse de que la ley aprobada a esos fines 
adelanta el interés estatal importante requerido por 

nuestro ordenamiento constitucional en casos como 
este: garantizar la solvencia del sistema de retiro. 

 
Por otra parte, concluimos que es constitucional 

la Sec. 2 de la Ley Núm. 160-2013 que derogó las leyes 

especiales que concedían esas gracias legislativas que 
no forman parte de la pensión y el Art. 4.9 de esa 
misma ley que eliminó ciertos beneficios adicionales a 
los que se retiren a partir del 1 de agosto de 2014. 

 

Por último, resolvemos que los participantes que 
entraron a cotizar al SRM con posterioridad a la 
aprobación de la Ley Núm. 160-2013, tienen derecho 
solamente a la pensión que establece ese estatuto. Esa 
fue la obligación contractual que el Estado asumió con 
ese grupo de trabajadores. Id. pág. 880. 
 

III. 

 En el primer señalamiento de error, la parte apelante 

sostiene que el TPI erró al interpretar que el Artículo 4.4 (a) de la 
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Ley 160- 2013 fue declarado inconstitucional por el Tribunal 

Supremo.  Asimismo, señala en el segundo error que el foro 

primario incidió al determinar que el citado artículo provocaría una 

erogación significativa al Sistema de Retiro. Por entender que los 

dos errores señalados por la parte apelante están íntimamente 

relacionados los discutiremos en conjunto. Veamos. 

Luego de una lectura de la opinión del Tribunal Supremo en 

AMPR v. Sistema de Retiro Maestro IV, supra, estamos convencidos 

de que dicha Curia (1) declaró inconstitucional la Ley Núm. 160-

2013 en cuanto a sus efectos sobre los miembros activos del SRM 

al momento de su aprobación; (2) reiteró la validez de la sección 2 

y el artículo 4.9 de la misma ley, ya que estas solamente eliminan 

ciertos beneficios adicionales y no existía un menoscabo de 

obligaciones contractuales del Estado y; (3) declaró que es legítimo 

aplicar la Ley Núm. 160-2013 a los participantes del SRM que 

entraron con posterioridad a su aprobación. Tampoco albergamos 

duda de que el Tribunal Supremo determinó que la Ley Núm. 160-

2013, supra, no cumplió con su propósito de asegurar los fondos 

del SRM, ya que promovía el retiro masivo de los participantes. Así, 

no tienen razón los apelantes al alegar que el foro primario se 

equivocó al declarar que el artículo 4.4(a) es inconstitucional y que 

el mismo promovía la erogación de los fondos del SRM. 

Cabe mencionar que el artículo el 4.4 (a) de la Ley Núm. 

160-2013, supra, es un Grandfather Provision o lo que en español 

se denomina como una cláusula de salvedad. Estas tienen el 

propósito de excluir ―de ciertos efectos o restricciones previstos en 

la misma a las relaciones jurídicas anteriores a cierta fechas‖. 

Guillermo Cabanellas & Eleanor Hoague, Lexis English Spanish 

Legal Dictionary, Austin ed., Butterworth Legal Publishers, 1991, 

pág. 284. Cónsono con esa definición, el citado artículo comienza 

por aclarar que aplica solo a aquellos participantes que, de no 
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haberse aprobado la Ley 160, hubieran podido retirarse bajo 

ciertos términos de la citada Ley 91-2004: 

―Aquellos participantes que, de no haberse aprobado 
esta Ley, hubiesen tenido derecho a retirarse con una 
pensión bajo el Artículo 40(b) y (b)(2) de la Ley 91-

2004, según enmendada, por cumplir treinta (30) años 
de servicio acreditados entre el 1 de agosto de 2014 y 
el 30 de junio de 2016, podrá hacerlo bajo los 

siguientes términos . . .‖ Art. 4.4(a), Ley Núm. 160-
2013, supra, en la pág. 1672. Énfasis nuestro. 
 
Es de notar que el artículo 4.4 (a) constituye una cláusula de 

salvedad, ya que se vislumbró con el propósito de proteger de los 

efectos de la Ley 160-2013 a los participantes a quienes les 

aplicaban los beneficios de la Ley 91-2004. En este caso, sin 

embargo, esa nueva ley fue declarada inconstitucional, por lo que 

aplicar las salvaguardas del artículo 4.4 (a) resultaría ilógico e 

innecesario. Dicho de otro modo, los apelantes no pueden 

pretender que se les proteja de una ley que no les aplica, pues el 

mismo artículo sujeta su aplicabilidad a la aprobación de la Ley. 

Luego de este análisis y la aplicación del derecho vigente, 

entendemos que el TPI no cometió ninguno de los errores 

imputados. Por ende, reiteramos que la parte apelante no demostró 

que su reclamación justifique la concesión de un remedio ya que 

no tienen el derecho de  tramitar su solicitud de retiro mediante el 

mecanismo del artículo 4.4 (a) de la Ley Núm. 160-2013. 

IV 

 Por los fundamentos expuestos, confirmamos la sentencia 

del TPI.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

La Juez García García disiente por entender que le asiste la 

razón a la parte peticionaria en cuanto a la separación que existe 

entre el Artículo 4.4, 18 LPRA § 396 (c) y el Artículo 4.4 (a), 18 

LPRA § 396 (d).  
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El Tribunal Supremo fue específico en los artículos que 

determinó eran inconstitucionales.  Entre ellos no se encuentra el 

Art. 4.4 (a).  La interpretación que hizo el Tribunal de Primera 

Instancia, y que avala el panel, deja en un limbo jurídico a los 

maestros que, conforme a la Ley Núm. 91-2004 podrían retirarse.  

 

                                                   Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


